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Resol. Serie “B” N°38

En la Ciudad de Santiago del Estero, a los veintidós        días del mes de abril de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada en estos autos por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodríguez, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Luis Dominguez y Raúl Santucho, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 92/96 vta. del Expte. Nº 19.596 – Año 2020 – Autos: “Acción de Habeas Corpus Interpuesto por los Dres. Pablo Brizuela y Francisco Palau a Favor de Gonzalo Alexis Londero s/ Habeas Corpus – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término la Dra. Ana Rosa Rodriguez, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Luis Dominguez y Raúl Santucho. 

La Sra. Vocal, Dra. Ana Rosa Rodriguez, dijo:



Y Vistos:


El Recurso Extraordinario de Casación interpuesto por los Dres. Brizuela y Palau, defensores técnicos del Sr. Londero, en contra de la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones y Control de fecha 23/10/2020 que dispuso hacer lugar al recurso de apelación deducido por el Ministerio Fiscal y dejar sin efecto la sentencia dictada en fecha 13/10/2020.------------------------------



Y Considerando:


I) Resolución Recurrida: A fs. 98/112 obra recurso extraordinario de casación interpuesto por los Dres. Pablo Brizuela y Francisco Palau en favor de Gonzalo Londero, contra la resolución dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Penal de fecha 23/10/2020 (fs. 92/96 vta.), que dispuso: “1) HACER LUGAR al recurso de apelación deducido por el Ministerio Público Fiscal a fs. 67/80 y en su mérito DEJAR SIN EFECTO la sentencia dictada por el Dr. Juan Carlos Storniolo en fecha 13 de octubre del 2020, cuya copia obra a fs. 42/65”. ------------------

El Juez del Tribunal de Juicio Oral (unipersonal), había resuelto en su sentencia de fecha 13/10/2020, lo siguiente: “1°) HACER LUGAR AL RECURSO DE HÁBEAS CORPUS peticionado en favor del ciudadano LONDERO GONZALO ALEXIS (…) 2°) DECLARAR LA NULIDAD DE LA ORDEN DE DETENCION dispuesta mediante resolución de fecha 09 de Septiembre del 2020 en el incidente de Eximición de Prisión (…) 3°) IMPONER LAS SIGUIENTES REGLAS DE CONDUCTA AL IMPUTADO LONDERO GONZALO ALEXIS 1) Fijar residencia en su domicilio particular de Independencia N° 450, ciudad de Quimilí, Departamento Moreno, Provincia de Santiago del Estero o en otro domicilio que oportunamente éste indique; 2) Presentarse al primer llamado del órgano judicial o del ministerio público fiscal; 3) Concurrir mensualmente al Destacamento policial con jurisdicción en su residencia dejando constancia de su presencia; 4) No cometer nuevos delitos; 5) No consumir bebidas alcohólicas en exceso ni sustancias estupefacientes; 6) No mantener ningún tipo de contacto con la supuesta víctima, con la denunciante, ni con familiares o allegados íntimos que pudiera entorpecer la investigación en la causa que se le sigue; 7) No salir de la Provincia de Santiago del Estero sin autorización judicial; 8) Dejar establecido que estas medidas mantendrán su vigencia hasta tanto el juez que entienda en lo sucesivo adopte nuevas medidas dejando sin efecto las presentes. Estas medidas se llevarán a cabo bajo la FIANZA PERSONAL de los abogados defensores, Dres. Pablo Germán Brizuela y Francisco Palau que se establece en la suma de Pesos Cincuenta Mil ($50.000), para garantizar el cumplimiento de estas normas. 4°) DECLARAR LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ART. 208 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO por los fundamentos expuestos en esta resolución 5°) DECLARAR LA INAPLICABILIDAD DEL ART. 211 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO DEBIÉNDOSE APLICAR EL ART. 459 DEL MISMO CÓDIGO PROCESAL de conformidad a los fundamentos expuestos en esta resolución”.----------------

II) Antecedentes del Caso: La causa tuvo inicio a partir de la denuncia efectuada en contra del Sr. Gonzalo Alexis Londero por el supuesto delito de Abuso Sexual en perjuicio de Torres Milla Delfina (menor de edad), hecho que motivó que su defensa técnica solicitara el beneficio de la eximición de prisión. Dicho pedido fue rechazado por el Juez de Control y Garantías, quien, en consecuencia, ordenó el allanamiento del domicilio y la detención del imputado (conf. fs.12/12 vta.). ------------

Ante esta decisión, la defensa técnica de Londero, además de interponer recurso ordinario de apelación contra la resolución denegatoria del beneficio de la eximición de prisión (fs. 33/34), también dedujo un hábeas corpus ante el Tribunal de Juicio Oral (fs. 01/07). En fecha 13/10/2020 el Dr. Juan Carlos Storniolo, en carácter de Juez de Tribunal unipersonal, hizo lugar al hábeas corpus (fs. 36/65 vta.), pronunciamiento contra el cual, el Ministerio Público Fiscal interpuso Recurso de Apelación (obrante a fs. 67/79), el que resultó favorablemente acogido por el órgano revisor, dejando, en consecuencia, sin efecto lo resuelto por el juez del hábeas corpus. Esta decisión dio lugar a la interposición del recurso extraordinario de casación sujeto a tratamiento.----------------------------------------------

III) Fundamentos del recurso: En términos generales, el recurrente sostiene la procedencia formal del recurso con base en la doctrina de la arbitrariedad, bajo el argumento de que el fallo de Cámara es una clara muestra de inobservancia y defecto en la aplicación del derecho, y el resultado del quebrantamiento de las formas esenciales del proceso, con grave afectación de las garantías constitucionales del debido proceso penal e inviolabilidad del derecho de defensa en juicio. Considera que el fallo de Cámara opera como decisorio de primera instancia por cuanto revoca la sentencia anterior, y en razón de la garantía del doble conforme (8.2.h. C.A.D.H.) se requiere de la necesaria intervención del Superior Tribunal en el marco del recurso de casación. Ello a más de que el resolutorio impugnado priva de la libertad personal al imputado con anterioridad al dictado de una sentencia condenatoria, por lo que resulta equiparable a sentencia definitiva al ocasionar un gravamen de imposible o tardía reparación ulterior, requiriendo tutela inmediata.------------------------------------------------

En cuanto a la procedencia sustancial de la vía impugnativa, se agravia por un lado de que el recurso de apelación, trabado contra la sentencia del juez del tribunal de juicio, se habría sustanciado sin haberse conferido previo traslado a la defensa, eliminándose deliberadamente el contradictorio, constituyendo por tanto un procedimiento ilegítimo que compromete la buena administración de la justicia. En esa línea argumental señala un quebrantamiento de formas esenciales del proceso, grave afectación del derecho de defensa en juicio y errónea invocación de una cuestión de “puro derecho” o “puro agravio”.-------------------------------------------

Por otro lado, alega inobservancia y defecto en la aplicación del derecho, por cuanto insiste en que es el hábeas corpus la única vía procesal idónea para preservar el derecho a mantener la libertad en el proceso luego de la reforma impuesta por la Ley N° 7.255. Por último, refiere que ésta ley desnaturaliza el derecho al recurso en la eximición de prisión, al despojarlo de efecto suspensivo con una insólita aplicación de la máxima latina “solvet et repete”, y se agravia de que la sentencia de Cámara dejó sin efecto la inconstitucionalidad dictada en primera instancia con breves afirmaciones genéricas – arbitrariedad por falta de fundamento –, por cuanto insiste en sostener esa inconstitucionalidad antes declarada. Concluye introduciendo la cuestión federal. ---

IV) Concesión del recurso: Interpuesto el recurso de casación en fecha 30/10/2020, y previo examen de admisibilidad, a fs. 114/115 vta. luce resolución emanada del tribunal inferior concediendo el recurso interpuesto, con fundamento en el Art. 485 y c.c. del C.P.P.----------------------------------------------------

V) Dictamen Fiscal: Receptada la causa para el tratamiento por ante éste Superior Tribunal, el Sr. Fiscal General del Ministerio Público emitió dictamen, el que consta a fs. 133/139. En su informe, el titular de la acusación pública, luego de efectuar una breve reseña de los antecedentes del caso, advierte que en fecha 06/11/2020, por decisión del Dr. Alarcón – Juez de Control y Garantías – se libró nueva orden de allanamiento y detención contra el Sr. Londero, ello con posterioridad a la declaración en Cámara Gesell de la presunta víctima, lo que implica una variación jurídica que torna inoficiosa cualquier decisión que se adopte en esta instancia. Sin perjuicio de ello, considera que resulta oportuno que éste máximo tribunal se pronuncie sobre los agravios esgrimidos dado el peligroso precedente que dejó sin efecto la Cámara. Analizando los argumentos expuestos como motivo de agravio por la defensa técnica, sobre la falta de sustanciación de la apelación del hábeas corpus, señala que el ordenamiento ritual faculta expresamente al tribunal interviniente a decidir sobre la pertinencia o necesidad de la celebración de la audiencia, conforme lo preceptuado en los Arts. 441 y 443 C.P.P., artículos de los que el recurrente nunca cuestionó su constitucionalidad. En ese contexto considera que el tribunal de anterior instancia se encontraba habilitado procesalmente para intervenir de ese modo, entendiendo que corresponde en tal sentido rechazar ese motivo de agravio. 

En cuanto la agravio que alude como equivocada la decisión del tribunal revisor respecto de la procedencia del instituto del hábeas corpus como vía idónea para otorgar el derecho a la libertad ambulatoria, sostiene que comparte la interpretación del a quo, quién entendió que la decisión impugnada no constituía materia de ser tratada por medio de un hábeas corpus, ello por cuanto la orden judicial de detención emanó de una autoridad competente, existiendo otra vía más idónea para el planteo de cuestiones procesales. Asimismo, se marca que la orden de detención se encontraba correctamente fundada en lo atinente a los riesgos procesales evidenciados. --------------------------------------------

Por último, en lo que respecta a la tacha de arbitrariedad endilgada a la sentencia que rechazó la declaración de inconstitucionalidad del art. 208 C.P.P. y la inaplicabilidad del art. 211 del mismo ordenamiento, considera que dicha declaración carece de eficacia para el trámite de hábeas corpus, por cuanto es propia del recurso de apelación, y excede el conocimiento del juez que dio tratamiento al hábeas corpus intentado, quién sustituyó al juez natural creando un riesgo de sentencias contradictorias. -----------------------------------------

Concluye su informe postulando que no debe hacerse lugar a la vía recursiva impetrada por la defensa técnica del imputado.-------------------------------------

VI) Audiencia del art. 491, último párrafo del C.P.P.: Integrado el tribunal, en fecha 26/02/2021 por ante mesa virtual el Dr. Francisco Palau presentó escrito por el que señala que, atento la situación de pandemia, desiste de la audiencia prevista para ampliación de agravios y se remite a los argumentos expuestos oportunamente en el escrito casatorio (fs. 140 y vta.). En consecuencia, el recurso se encuentra debidamente sustanciado, estando en condiciones de proceder a realizar el reexamen de admisibilidad formal, conforme lo dispone el art. 491 primer párrafo del C.P.P.---------------------

VII) Examen de los recaudos de admisibilidad: Conforme lo preceptuado por el art. 491 del C.P.P., es tarea liminar de éste Superior Tribunal comprobar la concurrencia de los recaudos que hacen formalmente admisible el remedio casatorio. Así, debe verificarse en el caso concreto si la vía impugnativa ha sido intentada oportunamente, por quien se encuentra legitimado para ello, contra un decisorio recurrible por esta vía conforme expresa previsión de la norma adjetiva, o contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, debiendo el casacionista elaborar una fundamentación técnica autónoma circunscripta a los motivos previstos en el art. 483 del C.P.P.----------------------------------------------------

En ese examen, se advierte que el recurso ha sido articulado dentro del término de ley y por quienes se encuentran legitimados para hacerlo, dirigiendo su impugnación contra una resolución de la Cámara de Apelación que revocó la resolución que había hecho lugar al hábeas corpus. De este modo ha dado cumplimiento a los requisitos formales previstos en los arts. 486 y 489, inc. 1º del C.P.P. (Ley Nº 6941).------------------------------

En orden a la exigencia contemplada en el art. 483 del C.P.P., los recurrentes sostienen que la sentencia en crisis se enmarca en las previsiones del inc. 1º del art. 483 del C.P.P., y en consonancia con el plexo normativo del Bloque Constitucional de Derechos Humanos (arts. 16, 18, 28, 31, 33 y 75, inc. 22, de la C.N.). Para fundar su admisibilidad invocan la garantía de la doble instancia mencionando los fallos “Casal”; “Mohamed c/ Argentina”; “Di Nuncio”, entre otros.---------------------

VIII) Procedencia: Superada la admisibilidad formal del recurso, y entrando a desarrollar lo concerniente al fondo de la cuestión, es de advertir que la causa a decidir se inicia ante la interposición de un Recurso de Hábeas Corpus promovido por la defensa técnica del Sr. Londero ante el Tribunal de Juicio Oral, en conformación unipersonal integrado por el Juez Juan Carlos Storniolo del Colegio de Jueces respectivo, acción que se encuentra contemplada por la Constitución Nacional en su Art. 43 párrafo cuarto, y en ámbito provincial en el Art. 58 de su Carta Magna, y procesalmente regulado en los Arts. 186 y 433 y s.s. del Código Procesal Penal de la Provincia de Santiago del Estero, Ley N° 6.941.-----------

IX) Control de constitucionalidad y convencionalidad de las normas que regulan la vía recursiva: Antes de ingresar al escrutinio de la decisión cuestionada por el recurso en tratamiento, advirtiendo que se encuentra involucrada una garantía judicial esencial, corresponde como cuestión previa ex-oficio efectuar un Control de Constitucionalidad y de Convencionalidad respecto de las normas que regulan la vía recursiva en materia de apelación de hábeas corpus. A partir del “Caso Almonacid Arellano y otros v.s. Chile (Sentencia 26/09/2006)” la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció la obligación para todos los jueces de los países parte de la C.A.D.H., que hayan aceptado competencia de dicha Corte, el deber de efectuar además del control de Constitucionalidad, un control de Convencionalidad, más allá de la petición expresa de las partes, cuando estuvieren involucradas garantías y protecciones de derechos fundamentales contemplados en el Pacto de San José de Costa Rica. -------------------------

En múltiples causas, éste Superior Tribunal – en anteriores integraciones – fue pronunciándose modificando su criterio sobre cuál resulta ser el tribunal competente para entender en apelación aquellas decisiones tomadas en primera instancia en este tipo de acción constitucional extraordinaria y excepcional, y lo hizo ante la inconsistencia de adecuación entre los mandatos constitucionales provinciales y la norma infraconstitucional procesal que regula su trámite, contenida en el Código Procesal Penal de la Provincia. Ello tiene trascendental importancia a la hora de no incurrir en cuestiones vinculadas a la legitimación de la decisión revisora, en orden a los postulados del Art. 8 del Pacto de San José de Costa Rica que, con toda precisión, establece que sólo serán legitimas aquellas decisiones impartidas por jueces no solo independientes e imparciales sino además competentes, por cuanto los decisorios carecen de valor si no se observa la debida competencia para intervenir y juzgar en el caso concreto.-

En efecto, tanto la acción de Hábeas Corpus como la acción de Amparo y de Hábeas Data gozan, más allá de sus materias específicas, de la misma naturaleza constitucional, en donde las notas comunes que las distinguen están dadas siguiendo el lineamiento de la Constitución Nacional y de los Pactos y Tratados Internacionales de Derechos Humanos, de ser acciones sencillas, expeditas y efectivas. En estas acciones se requiere que la situación jurídica procesal de los posibles afectados, quienes buscan tutela en dichos remedios como garantía de derechos resguardados por las leyes fundamentales, se consolide lo más rápido posible sin dilatar la cuestión en el tiempo, razón por la cual su sustanciación no admite planteos incidentales y las instancias revisoras están acotadas. Por todo ello se habla de acciones excepcionales y sencillas.--------------  

Por las razones mencionadas las distintas integraciones de Constituyentes en las sucesivas reformas constitucionales provinciales cuando han contemplado expresamente este tipo de acciones, se han preocupado en dejar plasmado en el mismo texto constitucional cuáles son las vías recursivas inmediatas y excluyentes, a fin de que no se altere la esencia y naturaleza de estas acciones por las normas infraconstitucionales procesales ni por los poderes constituidos. Dicho temperamento también lo ha seguido el Constituyente de la última reforma constitucional provincial del año 2005.-------------------

En efecto, el art. 193 de la Constitución de Santiago del Estero vigente, dispone sobre las funciones jurisdiccionales del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia en distintos incisos, siendo especialmente necesario destacar que, al señalar cuál es la función jurisdiccional de la máxima instancia provincial, le otorga sus competencias tanto en funciones originarias y exclusivas (Inc. 1) y en vías de apelación (Inc. 2) en donde se dan concretos mandatos que se deben observar por las leyes infraconstitucionales. Dentro de la letra de este Inciso 2 se desprende que el S.T.J. entiende por vía de apelación en los recursos de casación (Letra B). Eso puede llegar a interpretarse como que, tanto las acciones de Amparo, Hábeas Data y Hábeas Corpus, podrían llegar a esta instancia extraordinaria dentro de la formulación de un recurso de casación (previsto en la Letra B). En esa interpretación resultaría innecesario establecer como vía de apelación en las previsiones del art. 193. 2. C donde el Constituyente estableció de modo independiente la competencia para entender en los recursos contra las sentencias definitivas en juicios de Amparos, Hábeas Corpus y Hábeas Data y contra las resoluciones de las medidas cautelares dispuestas en esos procesos por cualquier tribunal inferior. En otros términos, la propia Constitución Provincial distingue la competencia ante un recurso de casación de aquella conferida para intervenir ante recursos contra sentencias de amparo, hábeas corpus y hábeas data.----------------------------------------------

Precisamente por ello, desde antiguo y en múltiples integraciones de éste Superior Tribunal de Justicia, toda primera decisión final – como también en medidas cautelares dictadas – en Amparo y Hábeas Corpus al ser apeladas se elevaban para el entendimiento de la Sala en lo Penal, Laboral y Minas de este S.T.J., en cumplimiento de la manda constitucional. Ahora bien, a partir de la entrada en vigencia del último Código Procesal Penal Provincial Ley N° 6.941, se introdujo el art. 445 el que, quizás por un error inadvertido del poder legisferante, estableció que las resoluciones que recaigan en los hábeas corpus serán impugnables ante la Cámara de Apelación o bien ante el Tribunal de Alzada cuando la acción se hubiera originado en la Cámara de Apelación. De este modo se produjo una ordinarización del instituto al fijarla con las instancias recursivas propias de las acciones ordinarias (primera instancia, apelación y casación), atentando contra la naturaleza expedita y excepcional que, como mandato constitucional, tiene el hábeas corpus, cuando claro está que el Constituyente, al establecer de modo diferenciado las funciones de casación (Inc. 2. B.) y de apelación en recursos planteados en amparos, hábeas corpus y hábeas data como competencia exclusiva y excluyente del S.T.J. (Inc. 2. C.), determinó que estas acciones especiales por su contenido solo tienen dos instancias: la de la decisión originaria y la apelación ante el S.T.J. agotándose allí la vía provincial. Al introducirse el art. 445 en el actual Código Procesal Penal se quita al hábeas corpus de dicha característica al sumarle una instancia más que le hace perder la rapidez y eficacia en la consolidación definitiva de la situación jurídico procesal de quien busca la tutela, en tanto las acciones de amparo y hábeas data continúan teniendo una sola instancia recursiva ante el Superior Tribunal agotando así la vía provincial.------

Es allí donde radica la inconsistencia de la norma procesal infraconstitucional que, al separar las vías recursivas del hábeas corpus respecto al amparo y el hábeas data, genera un doble estándar entre la primera y las segundas, en detrimento y perjuicio de quienes buscan tutela judicial ante un manifiesto riesgo de amenaza ilegítima a su libertad ambulatoria, o relacionadas a las condiciones en que cumple su privación de la libertad ordenada por juez competente como resultado de un proceso penal.----------------------------------------------------

Éste Superior Tribunal, en integraciones anteriores, ya se pronunció respecto de ésta inconsistencia. Entre estos precedentes se destaca, en primer lugar, el voto en disidencia del Dr. Eduardo Llugdar, en la causa “Lescano, Oscar Alberto s/ Recurso de Hábeas Corpus”, Expte. Nº 18.270 - Resolución Serie “B” N° 29 de fecha 25/03/2015. En ese resolutorio, la mayoría decidió declarase incompetente para entender en la apelación del hábeas corpus y remitir los autos a la Cámara de Apelaciones. Sin embargo, la disidencia, entendió que, si bien la competencia apelada a diferencia de la originaria, cuando es establecida por la Constitución puede ser reglamentada por ley, ello debe ser en función del principio “pro homine” en base al principio de intangibilidad de las garantías constitucionales. Lo que lo llevó a concluir en la incompatibilidad del art. 445 del C.P.P. con la Constitución Provincial, la Constitución Nacional y el Pacto de San José de Costa Rica apoyado en los siguientes razonamientos: 1) Que el art. 25 inc. 1 de la C.A.D.H. establece el derecho de toda persona a “un recurso sencillo y rápido” o a cualquier otro recurso “efectivo” ante los jueces o tribunales competentes que la amparen contra actos que pudiese violar sus derechos fundamentales; 2) A su turno la Constitución Nacional en su art. 43 párrafo cuarto, prevé la figura del hábeas corpus cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada de persona, concibiéndolo como “una  acción expedita y rápida” que resuelva en “forma inmediata”, respecto a la garantía establecida como finalidad de la acción. En igual sintonía la Constitución de la Provincia exige que los jueces y tribunales se expidan en “forma inmediata” a fin de que se resguarde posibles derechos conculcados en caso de verificarse; 3) Que es clara y evidente la correspondencia que existe entre el art. 25 de la C.A.D.H., el 43 de la C.N. y el 48 de la C.P. en cuanto la acción en cuestión debe tener como características excluyentes y sine qua non la sencillez, rapidez y celeridad procesal como sinónimo de una acción abierta que no debe ser trabada con obstáculos procesales, lo que en otros términos implica un “trámite urgentísimo” no solo en el aspecto de la sustanciación, sino en la determinación y seguridad del derecho cuyo amparo se solicita. -------------------------

En el voto “Lescano” la minoría mencionó que todo lo ante razonado, respecto a este tipo de acción protectoria, encuentra su justificación en que no constituyen procesos en los cuales cabe determinar o no la existencia de derechos, como la mayoría de los procesos ordinarios que se ventilan en la jurisdicción, sino que implica la supuesta y manifiesta violación de un derecho fundamental garantizado por el derecho constitucional y convencional en forma directa, gozando de la misma calidad de garantía que los derechos que protege. En efecto, para ser “eficaz” la rapidez del restablecimiento del derecho, cuando corresponde, debe reflejarse no solamente en el trámite del proceso sino también en la resolución y consolidación definitiva de lo que se decida judicialmente.--------------------------------------------

También en el voto aludido, se recordó que la misma CorteIDH en el caso “Acosta Calderón vs. Ecuador” (Sentencia de fondo sobre reparación y costas – 24/06/2005), sostuvo que los procedimientos del hábeas corpus y de la acción de amparo, gozan de idéntica naturaleza como garantías judiciales indispensables para la protección de derechos, y como tales no pueden estar sometidas a un doble estándar estableciéndose un procedimiento más elongado para una y más expedito para la otra.-----------------------------------------------------

Que aplicándose todos los conceptos vertidos al orden provincial, lo normado por el art. 445 del C.P.P. actual, al imponer una instancia recursiva intermedia entre lo resuelto por el tribunal de origen y la máxima autoridad jurisdiccional provincial, implica un alargamiento no justificado de la definitividad de lo que se resuelve en la acción de hábeas corpus, contrariando el orden establecido por el constituyente provincial del 2005, como ya fuera mencionado. A esto debe sumarse que, en plena vigencia de la constitución del 2005, éste S.T.J. en autos “Calabrese Antonio y otros c/ Provincia de Santiago del Estero s/ Acción de Amparo (Sentencia 07/04/2006) compartió la doctrina pacífica de la C.S.J.N., fijada desde el leading case “Sojo”, donde sentó que la jurisdicción establecida por el poder constituyente para un Tribunal de Justicia, no está sujeta a excepciones que pueda establecer un poder constituido como el legislativo. En efecto, la jurisdicción limitada como lo está de origen por la Constitución, no puede ser ampliada ni restringida, ello en vista de la hermenéutica que imponen los principios contenidos en los métodos de interpretación conformes y sistemáticos, donde el primero establece que en base a los lineamientos de un Estado de Derecho Constitucional todo ordenamiento infraconstitucional debe adecuarse a la Carta Magna, y el segundo impone un método jerárquico en donde prevalece la calidad normativa ante posibles colisiones declarándose la inconstitucionalidad del mencionado artículo del código ritual. --------------- 

La postura disidente antes señalada, se convirtió en voto mayoritario en la causa “Expte. N° 18.404 – 22/09/2015 -  Año 2015 - Autos “Juarez Villegas, Luis Alberto s.d. Abuso Sexual, incumplimiento de los deberes de Asistencia familiar e.p. E.P.L.J.V. (menor) y Garay Marta Susana y otra s/ Recurso de Hábeas Corpus – Apelación”. Sin perjuicio de ello, entre ambas posturas, también se resolvió por este S.T.J. la apelación de un hábeas corpus en los autos: Expte. N° 18.271 - Año 2014 “Saganias Karen Gisele s.d. Homicidio Calificado e.p. Vanesa Mansilla s/ Denegatoria en Acción de Hábeas Corpus Apelación en Hábeas Corpus” de fecha 07/07/2015, causa que versaba sobre los derechos de una niña alojada en el penal de mujeres en virtud de la condena que se encontraba cumpliendo su madre. Allí, la mayoría constituida en la causa “Lescano”, que ordinarizaba las vías recursivas del hábeas corpus en la provincia, se vio obligada a dejar sin efecto, aunque de “modo excepcional” dicha postura, no devolviendo la causa a la Cámara de Apelaciones de Alzada como lo hizo anteriormente, sino que se avocó a entenderla de modo directo acercándola a la ponencia minoritaria de “Lescano” que sostuvo la apelación directa ante el S.T.J. En “Saganias”, se justificó dicha postura en la celeridad de las cuestiones que involucran a niños, niñas y adolescentes, lo que es cierto, pero no resulta menos cierto que las materias que trata el hábeas corpus respecto a adultos – como detenciones arbitrarias e ilegales, malas condiciones de detención por sometimiento a torturas y otros tratos crueles e inhumanos o desapariciones forzosas de personas – merecen la misma celeridad en un hábeas corpus, lo que no sucede sometiéndolo a una instancia recursiva más. Esto, de modo concreto demostró la inconsistencia del razonamiento efectuado por aquella mayoría en precedentes anteriores.—-

Todo lo antes razonado me lleva a coincidir con el criterio sostenido por mi par, el Dr. Llugdar, el que luego se convirtiera en postura mayoritaria, y en efecto cabe concluir que todo lo actuado con posterioridad a la apelación del fallo emanado del Tribunal (unipersonal) de Juicio Oral, al ser elevado y tratado por ante la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal, implicó la entrega del proceso a un tribunal incompetente conforme los mandatos constitucionales de la Provincia que se imponen por jerarquía normativa, y de este modo se afectó una garantía procesal esencial del orden constitucional (art. 18 C.N.) que prohíbe el juzgamiento por fuera de los jueces designados por la ley. Conforme lo expresado en el desarrollo de este acápite, esa ley, en la provincia y en este tipo de proceso, no es otra más que la Ley Suprema Provincial que claramente establece que el único tribunal competente de modo exclusivo y excluyente para intervenir en las apelaciones de hábeas corpus es el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia (art. 193 Inc. 2. C de la C.P.), y ninguna norma infraconstitucional puede establecer disposiciones en contrario. Por ello corresponde anular todo lo actuado por ante la Cámara de Apelaciones en lo Penal de la Provincia, así como también lo decidido en esa instancia.-----------------------------

X) Competencia en materia de apelación de hábeas corpus: Conforme a lo decidido precedentemente, se establece que corresponde a esta Sala en lo Penal, Laboral y Minas asumir la competencia asignada por la Constitución de la Provincia (art. 193. Inc. 2. C. de la C.P.) en la función de Tribunal de Apelaciones en materia de hábeas corpus.---------------------------------------------------

Ahora bien, atento al estado de la causa, y en el afán de componer la vía y garantizar que ambas partes sean oídas, se resolverá el recurso tomando en cuenta el memorial de agravios que oportunamente presentara el Ministerio Público Fiscal contra la decisión emanada del Tribunal de Juicio Oral (unipersonal), así como los argumentos vertidos por la representación técnica del Sr. Londero practicada ante esta sede en lo que resulten oportunos, revisando, de este modo, de forma exhaustiva la decisión adoptada en primera instancia, y resolviendo al efecto.---------------------------------------------------

XI) Agravios Ministerio Público Fiscal: Entrando a analizar los agravios del Ministerio Público Fiscal en contra del decisorio de primera instancia, se observa que a fs. 67/79 vta. obra escrito de apelación donde el acusador público se agravia de la sentencia emanada por el juez de juicio en carácter unipersonal, en todos sus puntos.---------------------------------------------------

En ese cometido, sostiene que la resolución resulta apelable por cuanto su posibilidad de ser recurrida se encuentra expresamente prevista, y en razón de su arbitrariedad por resultar de una interpretación y aplicación equivocada de las normas procesales y de las normas que prevén los supuestos de procedencia del hábeas corpus y de su naturaleza misma, patente yerro judicial y desconocimiento inexcusable del derecho.------------------

Luego de relatar los antecedentes de la causa el Ministerio Fiscal expone los siguientes agravios. --------

a).- Que el fallo atacado causa un gravamen irreparable en atención a la víctima (niña-mujer) a quien invisibiliza y cosifica, por cuanto existen indicios suficientes de autoría y existencia del hecho de abuso, así como latentes y evidentes peligros procesales, en especial en cuanto al resguardo de la integridad física, psicológica y emocional de la niña, quien se constituye como la verdadera parte vulnerable del conflicto, aunque sin desconocerse los derechos del imputado. En ese sentido considera errado que el juez de primera instancia en su juicio de ponderación no haya armonizado el corpus iuris de los derechos humanos que resultan aplicable en especial en materia de derechos de la menor víctima – marco jurídico olvidado – lo que constituye un vicio e ignorancia del derecho.-----------------------------------

b).- Se agravia además de la improcedencia de la vía intentada, por cuanto entiende que, ante una pretensa ilegalidad, se sustrajo la causa del juez natural, cuando la orden de detención era válida y había sido dictada por juez competente en el marco de un proceso penal. Sostiene que el fallo se basa en un análisis y aplicación equivocada del instituto, erigiéndolo como un “atajo procesal”, encontrándose pendiente la vía ordinaria del recurso de apelación ante la Cámara.----------------------

Que en ese sentido el fallo impugnado entiende que la detención resultaba ilegal por cuanto fue dictada en el marco de un incidente de eximición de prisión sin que hubiere existido con anterioridad pedido de detención del Ministerio Público, y además por cuanto el juez de control habría tomado lo expresado por el acusador en orden a los hechos, peligros procesales y calificativa legal para decidir la detención cuestionada. También en este punto se agravian de que el juez del hábeas corpus entendió que existía ilegalidad con base en la violación del principio de congruencia por entender que la eximición de prisión no tiene el mismo objeto procesal que el pedido de detención cautelar y que los peligros procesales alegados no fueron sustanciados, cuando, por naturaleza, la medida cautelar de detención se dicta inaudita parte. Por ultimo refiere que es inaceptable que la defensa pueda ejercer cualquier vía, o como en el caso ambas vías, en ejercicio abusivo del derecho de defensa, ocasionando una multiplicidad recursiva y posibles sentencias contradictorias.------------------------------------------

c).- Sostiene también que su parte se agravia por las consideraciones vertidas en el apartado IX. 2.14., en tanto el juez de hábeas corpus afirmó que la calificativa legal puede ser analizada en la IPP (y en la etapa intermedia) “no solo para otorgar la libertad del imputado, como expresamente se refiere en el 26 inciso 5, sino también para diversos incidentes que pudieren presentarse (…)” y que tal postulado desoye jurisprudencia de aplicación obligatoria del Superior Tribunal de Justicia en los términos del art. 29 L.O.T. A tal fin cita la Resolución Serie B N° 143 del 25/11/2019 en Expte. N° 2822 “Acuña”.---------------------------------------------

d).- Por último se agravia de la declaración de inconstitucionalidad de la Ley N° 7.255 modificatoria de los art. 208 y 211 del C.P.P. Al respecto señala que el juez del hábeas corpus si bien expone el efecto inter partes del fallo, por otro lado, afirma sus facultades judiciales para expedirse en torno a la política criminal del Estado, y realiza un control de convencionalidad abstracto declarando la inconstitucionalidad e inaplicabilidad de forma genérica, sin que se expliquen en el caso concreto.-----------------------------------------

En esa línea entienden que existe un evidente desconocimiento del verdadero alcance del derecho a la igualdad ante la ley (art. 16 C.N.) y que se pretende tachar de inconstitucional una reglamentación procesal relacionada con la medida cautelar de detención aplicando argumentos en torno a la prisión preventiva cuando se trata de dos institutos diferentes en cuanto a intensidad, requisitos y condiciones de procedencia. Además, que existió una defectuosa y tardía introducción de la cuestión constitucional.----------------------------------

En relación al abordaje sobre el efecto suspensivo de la presentación del pedido de eximición, se agravia del mismo por cuanto entiende que el juez del hábeas corpus excede su jurisdicción por cuanto no se encontraba en discusión su aplicabilidad al caso y no fue materia de agravio. Sin embargo, el sentenciante declaró la inaplicabilidad del art. 211 C.P.P. y propició la del art. 459 C.P.P., postura equivocada en la medida en que pretende otorgar efecto suspensivo a una medida cautelar de detención aún contra su propia naturaleza, neutralizándola, cuando el objeto de la concesión es asegurar el proceso, resultando incoherente que pueda ser suspendida por la mera interposición de un recurso.-------

e).- En resumen, afirma que la resolución recurrida es nula por fundamentación aparente, arbitrariedad normativa en la selección de las normas aplicables al caso y por señalar normas no aplicables al caso concreto, además por entender que viola las reglas elementales del razonamiento judicial y se aparta de todo método jurídico y por introducirse en un ámbito de análisis que tenía vedado.--------------------------------

Concluye peticionando que se admita el recurso de apelación y se revoque la sentencia impugnada en todas sus partes rechazando la acción de hábeas corpus, revocando la nulidad de la orden de detención y la inconstitucionalidad e inaplicabilidad declaradas.--------

XII) Agravios de la Defensa Técnica: Con relación a los agravios de la defensa del imputado Londero, si bien ya fueron detallados en el acápite III de ésta resolución al tiempo de establecer la relación de la causa, deviene necesario resaltar en esta instancia cuáles de ellos resulta oportuno sostener, en atención a la anulación de lo actuado ante la Cámara de Apelaciones y al avocamiento de éste Tribunal para tratar el recurso como de Apelación. --------------------------------------------

A tal fin en una primera instancia se debe descartar el agravio referido a la falta de sustanciación del recurso en instancia de Apelación, y sostener, en respuesta al planteo del Ministerio Fiscal, los siguientes argumentos:

a).- Sobre la alegación del Ministerio Fiscal respecto de la improcedencia de la vía intentada señala que resulta una argumentación que pretende subordinar los principios y garantías constitucionales a las formas procesales. Que se relativiza en extremo el derecho del imputado a mantener la libertad durante el proceso penal hasta desconocerlo por completo haciendo perder sentido y entidad a la presunción de inocencia (art. 18 C.N.).------

Pone énfasis en la inexistencia de vía judicial más idónea para la defensa de los derechos en juego. Refiere que el art. 43 de la C.N. exige – para que resulte procedente la acción – que no exista vía judicial alternativa idónea, por lo que tratándose de una cuestión que involucra la libertad ambulatoria, ésta vía debe ser eficaz a tales fines, siendo que la vía recursiva de la denegatoria de eximición de prisión, al carecer de efecto suspensivo, no se erige como mecanismo útil, eficaz e idóneo para discutir el derecho a mantener la libertad, toda vez que obliga al imputado a constituirse en detención a tales efectos.--------------------------------

b).- Alega que la detención ordenada por el Juez de Control y Garantías resultó arbitraria por falta de fundamentación.-------------------------------------------

c).- Insiste en el planteo de inconstitucionalidad de la Ley Nº 7.255 que hace desaparecer el derecho a mantener la libertad en el proceso según el género de la persona y la especie de delito, y desnaturaliza el derecho al recurso en la eximición de prisión al despojarlo en efecto suspensivo. Entiende que de este modo se derogó en la práctica la eximición de prisión. ------------------------------------

d).- Finalmente sostiene que, sin peligro de frustración de los fines del proceso, no hay prisión preventiva por más grave que resulte el hecho y por más elementos de prueba que se hayan reunido en contra del acusado.--------------------------------------------------

XIII) Tratamiento de los agravios: A continuación, se analizarán los agravios del Ministerio Fiscal en el orden en que fueron sostenidos, teniendo en cuenta para ello las refutaciones de la parte defensiva.



a).- Desconocimiento de los derechos de la víctima en el proceso: En este primer punto de agravio ha de concederse razón al Ministerio Fiscal por cuanto en todo el desarrollo argumental efectuado por el Juez del hábeas corpus, no se menciona ninguno de los instrumentos internacionales con jerarquía constitucional que regulan los derechos de niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos especialmente que atañen a la integridad sexual, ni tampoco de las leyes nacionales que los receptan. Esta categoría de delitos, que implican una amplia vulneración a diversos bienes jurídicos protegidos, en especial cuando son cometidos por personas del entorno familiar y de forma reiterada, resultan, para quien los sufre, difíciles de denunciar. La revictimización se erige entonces como el mayor riesgo a evitar, a efectos de no incurrir en violencia institucional. ---------------------------------

En autos, el Sr. Juez de Control y Garantías al tiempo de ordenar la detención valoró que la libertad del imputado implicaría riesgos para la investigación, en especial considerando que restaba practicarse la entrevista en Cámara Gesell a la niña, supuesta víctima, entrevistas psicológicas y psiquiátricas, y producir demás evidencias, más allá del peligro de fuga que supone el monto de la pena considerado en abstracto para el tipo de delito que se le imputa. A dicha detención, la defensa técnica consideró arbitraria e ilegítima por falta de fundamentación y por violación de las formas esenciales del proceso, desconociendo el efecto suspensivo del art. 459 del C.P.P., e interpuso acción de hábeas corpus por ante el Tribunal de Juicio Oral ante la “concreta y actual amenaza a la libertad del imputado”. ---------------------

Sin perjuicio de que considero que la vía constitucional extraordinaria no resultaba procedente conforme se desarrollará más adelante, y que la orden de detención no fue dictada de forma ilegítima, la sentencia impugnada aborda todos los planteos de la defensa técnica, excediéndose incluso y dando tratamiento a puntos no incorporados por ella al contradictorio, pero sin apreciar en su análisis la posición de la víctima del supuesto delito, ni considerar el deber de garantía asumido constitucional y convencionalmente por el Estado Argentino, que se proyecta como una obligación de protección y prevención hacia ella. ----------------------

El derecho a la protección de las víctimas se comprende de forma amplia, entendiendo por ésta tanto las medidas específicamente dirigidas a salvaguardar la vida e integridad de una persona, en virtud de su relación con los procedimientos judiciales, así como cualquier otra medida que tenga por objetivo garantizar el ejercicio de sus múltiples derechos. En esa línea, y de forma específica la Ley de Derechos y Garantías de las Personas Víctimas de Delitos, Ley Nº 27.372, exige un enfoque diferencial determinando que la protección de la víctima se deberá adoptar atendiendo al grado de vulnerabilidad que ella presente, entre otras causas, en razón de la edad, el género y otras circunstancias. Y estableciendo como derecho la pronta adopción de medidas de coerción o cautelares que fueren procedentes para impedir que el delito continúe en ejecución o alcance consecuencias ulteriores.-----------------------------------------------

Por otra parte, el art. 27 de la Ley 26.061 (Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes), establece garantías mínimas de procedimiento, exigiendo que se considere la afectación que se produce a las niñas y niños involucrados en toda decisión que se tome en el marco de un procedimiento administrativo o judicial. Asimismo, el art. 29 de la Constitución Provincial recepta ese accionar preventivo en cabeza del Estado especialmente cuando la niñez se encuentre en situación de desprotección. A su turno el art. 103 inciso 2 del Código Procesal Penal, en el capítulo VIII donde regula lo atinente a la víctima como parte del proceso, prevé que la situación de la víctima deberá ser tenida en cuenta al tiempo de decidir respecto de la coerción personal. ---------------------------------

En efecto, el reconocimiento de los derechos de la víctima, en el marco de los Derechos Humanos, es una clara respuesta al relegamiento histórico sufrido por la ésta dentro del proceso penal. El cambio de paradigma se acompaña de un amplio y completo sistema normativo, y es deber de los efectores de justicia conocerlo, y considerarlo en la toma de decisiones.--------------------

      
b).- Improcedencia de la vía impugnativa: Entrando en el análisis respecto del uso por parte de la defensa de la acción de hábeas corpus y los requisitos para su procedencia, conforme se desprende de las constancias de la causa, el imputado ha sido denunciado por un delito y como tal sometido a un proceso dirigido por un Juez, quien cuenta con la facultad de disponer medidas de coerción, entre ellas, la privación de la libertad.  Al respecto debe destacar que el dictado de una medida cautelar como lo es la orden de detención, dentro del marco legal, esto es por juez competente de acuerdo a sus facultades y dando fundamentos de su decisorio, no puede ser calificado como real amenaza de una ilegítima afectación de la libertad personal, ni debe confundirse con el dictado de la prisión preventiva como auto de mérito. Bajo dicho parámetro, me anticipo a decir que el hábeas corpus no se presenta como apto para viabilizar los planteos de la defensa técnica, en tanto no reunía los presupuestos para su procedencia.-------------------------

Es oportuno recordar que éste alto tribunal tiene dicho que “el hábeas corpus no procede si la privación de libertad se originó en una causa seguida ante juez competente y los cuestionamientos tendientes a demostrar lo injustificado de la detención por esa autoridad o las falencias en el procedimiento son ajenas a ese remedio procesal e incumben a los jueces de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio, deberán hacerse valer los recursos legales correspondientes” (Resol. Serie “B” N° 113, 17/09/2018 Autos: Expte. Nº 18.818 - Año 2017: “Cruzado Luis Enrique; Dorado Gabriel Alberto s.d. Robo Calificado con el Uso de Armas de Fuego e.p. Palavecino y Otro s/ Apelacion De Hábeas Corpus – Casación Criminal”).  --------------------

En esa dirección, la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene decidido que “el hábeas corpus no procede si la privación de la libertad se originó en una causa seguida ante juez competente”, y manteniendo este criterio también afirmó que “esta Corte ha tenido ocasión de establecer, como principio, que el hábeas corpus no autoriza a sustituir las decisiones que les incumben, a los jueces propios de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio constitucional, caben en todo caso los recursos de la ley” (cf. Fallos 60:397, 65:369; 71:427; 72:328; 219:111; 275:102; 242:119).-------------------------------------------------

Tal como se expuso en el considerando IX al analizar la materia objeto del hábeas corpus y la naturaleza del instituto, la competencia otorgada por ley es de orden público y por tanto improrrogable. En consecuencia, el exceso de jurisdicción no puede ser consentido por las partes, y debe ser declarado por el órgano revisor.-------------------------------------------

En ese sentido, refiere Néstor Pedro Sagües que “de admitirse el hábeas corpus contra pronunciamientos de jueces, se quebraría el buen orden en los pleitos, auspiciándose la anarquía judicial. Además, el derecho constitucional a no ser arrestado sino por orden escrita de autoridad competente (base del hábeas corpus), debe ejercitarse de conformidad con las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 14, Constitución Nacional), y en tal sentido, son los códigos procesales o las leyes específicas los que prevén el trámite para impugnar, mediante los recursos ordinarios (apelaciones, declinatorias, inhibitorias, etc.), las detenciones dispuestas por los magistrados en violación al derecho vigente” (cf. Tratado de Derecho Procesal Constitucional, Tomo 4 de Hábeas Corpus, 2° edición, Astrea, página 166).-

En esta línea, en precedentes anteriores este Alto Cuerpo ha expresado que “…cuando el ejercicio del derecho a la libertad, se vea alterado por causas que prima facie no aparecen como ilegítimas, arbitrarias o que emanen de una autoridad incompetente, se debe recurrir a los mecanismos ordinarios previstos en las leyes de fondo y de forma” (Resol. Serie “B” N° 177 - 05/12/2013 Expte. Nº 17.930 – Año 2013 – Autos: “Sanchez Miguel s/ Recurso de Hábeas Corpus – Apelación en Hábeas Corpus”.) Es así que, la existencia de órganos jurisdiccionales para encauzar la protección de los derechos y garantías constitucionales abastece sobradamente el debido proceso que asegura la Constitución Nacional, sin que sea necesario aplicar, en principio, un procedimiento excepcional como el hábeas corpus para cuestionar decisiones adoptadas por los jueces naturales de la causa.

La Camarista y doctrinaria Ángela Ledesma señala que del texto constitucional se desprende que el hábeas corpus está destinado a amparar la libertad física, remover su privación ilegal o arbitraria y la desaparición de personas, constituyendo una garantía suprema, mediante la cual el afectado, por sí o a través de un tercero puede acudir a la autoridad judicial, demandando el restablecimiento del derecho violado genéricamente, la recuperación de la libertad restringida. (Ledesma, Ángela, “Tutelas diferenciadas en el proceso penal”, en Revista de Derecho Procesal, Nº 2009 1, “Tutelas procesales diferenciadas” II, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, pág. 360).-

Sin embargo, en el caso en estudio, en principio la privación de libertad no aparece como arbitraria o ilegitima, ya que se materializó por orden de autoridad competente (fs. 12 y vta.) y, en el marco de sus atribuciones legales, y de la investigación de un hecho presuntamente delictivo, lo que encuadra en la esfera de su potestad jurisdiccional que comprende la de disponer la detención cautelar de las personas imputadas en los procesos en los que entiende (arts. 26 inc. 2 y 172 C.P.P.).--------------------------------------------------

En consecuencia, en tanto la afectación de la libertad se encuentra encuadrada en la esfera de su potestad jurisdiccional, resulta aplicable a la especie en análisis la tesis negativa en cuanto a la procedencia del hábeas corpus contra decisiones judiciales, ya que podría quebrarse el buen orden los pleitos, o en otras palabras, que el remedio en cuestión podría convertirse en una especie de atajo para evitar el tránsito por la vía procesal regular. (Cfr. Sagues, Derecho Procesal Constitucional. Hábeas Corpus, Tomo 4, pag. 157).---------

De admitirse el hábeas corpus por cualquier planteo u objeción ante los pronunciamientos de jueces en el legítimo ejercicio de sus funciones, es decir fuera del marco delineado por el art. 433 del C.P.P., doctrina y jurisprudencia señaladas, se auspiciaría la anarquía judicial, desvirtuándose la naturaleza del instituto.-----

Dicho esto, si entendemos que por el camino del hábeas corpus corresponde analizar si se han cumplido las condiciones que hacen a la privación ilegítima de la libertad, es decir, si la orden ha emanado de un juez competente, si existe una causa legítima de detención, si se han respetado los principios del debido proceso, entendemos también que las cuestiones procesales así como la justificación y los fundamentos dados por el Juez que la ordena, deben ser discutidos en otra vía impugnativa. Precisamente, el instituto no tiene como objeto el análisis de la justicia o injusticia de la sanción restrictiva, por lo que, si el fundamento de la petición de la defensa se sostuvo en cuestionar los argumentos utilizados por el juez de garantías (o precisamente la falta de adecuado fundamento), otra es la senda impugnativa expresamente habilitada. Debe quedar claro es que este instituto no puede funcionar de una manera tal que implique una irrazonable duplicación de las vías recursivas contra una idéntica resolución judicial, debiendo su crítica transitar los caminos ordinarios de impugnación, en tanto esos fundamentos adolecen de la calidad de ilegalidad o arbitrariedad manifiesta.---------

Esta duplicación de las vías impugnativas, que se evidencia a fs. 33/34, no solo desnaturaliza el instituto, sino que genera la posibilidad de incurrir en sentencias contradictorias. El Juez del hábeas corpus declaró la nulidad de una orden de detención librada por un juez competente en ejercicio de sus funciones y debidamente fundada, y con su intervención ha comprometido la garantía del juez natural, por no resultar procedente la vía del hábeas corpus, cuando correspondía articular la vía recursiva ordinaria, lo que, de hecho, también hizo la parte.----------------------------------------------------

En resumen, no surge una evidente situación de ilegalidad y/o arbitrariedad en los términos delineados por el máximo tribunal nacional como presupuesto para la procedencia del hábeas corpus. Tampoco se advierte que el imputado haya sido colocado en un estado de indefensión ante el rechazo de la eximición de prisión y el libramiento de la orden de detención dispuesta por autoridad competente, que se traduzca en una indiscutible denegatoria de acceso a la justicia, de hecho, cuenta aún con la vía ordinaria habilitada para cuestionar su privación de libertad.------------------------------------



c).- Cambio de calificativa legal: También cabe hacer lugar al agravio del Ministerio Fiscal en orden al pronunciamiento del Sr. Juez de Tribunal de Juicio Oral quien en su decisorio de fecha 13/10/2020, considerando IX) 2. 14 expresó: “considero que (…) el juez de control y garantía tiene plena facultad para analizar, y en su caso, imponer la calificativa legal que corresponda durante la IPP y la etapa intermedia. El artículo 26 inc. 5 del C.P.P. ha suscitado problemas hermenéuticos en nuestros tribunales que nos ha llevado a realizar un Acuerdo Plenario de fecha 25 de Septiembre de 2019 por los integrantes del Pool de Jueces de Juicio Oral (…) En consecuencia, la calificativa legal puede ser analizada en la IPP no solo para otorgar la libertad del imputado como expresamente se refiere el 26 inciso 5, sino también para diversos incidentes que pudieren presentarse, como ser, pedido de extinción de la acción penal por prescripción, suspensión del juicio a prueba – probation –; juicio abreviado, entre otros casos.”----------------------------



Este Superior Tribunal, con anterioridad al dictado de la sentencia impugnada, en fecha 25/11/2019, en Resol. Serie “B” N° 143 Expte. N° 2.822 Año 2019 - Autos: “Acuña Carlos s.d. Abuso Sexual con Acceso Carnal e.p. G.P.A. (m) s/ Denegatoria de Cambio de Calificativa; Excarcelación Extraordinaria y Prisión Preventiva - Queja p/ Casación Denegada” zanjó esta discusión, pronunciándose a modo de obiter dictum, fundamentos a los que me adhiero en pleno y a los que remito en razón de la brevedad.------

Allí, se determina que la modificación de la calificativa que puedan establecer los organismos de garantías (Juez o Cámara), se encuentra limitada a aquellos supuestos en donde ello resulte relevante para la libertad del imputado, y que dichas modificaciones no pueden obligar a la parte acusadora como titular del ejercicio de la acción penal, como tampoco al Tribunal de Juicio, a cambiar el encuadramiento legal realizado durante la I.P.P. o en la etapa de control de la imputación, puesto que dichas modificaciones solo tendrán un valor provisorio y acotadas a lo referido acerca de las medidas de coerción. -------------------------------------

Dicho lo anterior, y en función del art. 29 de la L.O.T. se exhorta al Sr. Juez del hábeas corpus a cumplir a futuro con la doctrina legal que se deja expuesta.-------------------------------------------------



d).- Constitucionalidad de la Ley N° 7.255 modificatoria de los arts. 208 y 211 del C.P.P: Respecto de la inconstitucionalidad resuelta por el juez del tribunal de juicio cabe adelantar que considero que éste, sin existencia de materia de agravio que habilite la vía extraordinaria, y sin que las mismas tengan aplicación directa al caso particular, ha declarado la inconstitucionalidad e inaplicabilidad de dos normas del Código Procesal Penal de la Provincia.--------------------

Nos encontramos ante una causa producto de una investigación iniciada contra el Sr. Londero por el presunto delito de abuso sexual cometido contra una menor de edad que integra su núcleo familiar. Ello resulta importante por cuanto las normas cuestionadas en su constitucionalidad establecen límites al planteo y procedencia de la eximición de prisión en causas sobre violencia de género, lo que obedece a una clara política de persecución criminal sostenida por el Estado Argentino en cumplimiento del mandato constitucional y de las obligaciones internacionales asumidas por el país mediante la suscripción de convenios internacionales, muchos de los que gozan del estándar constitucional por encontrarse incorporados al art. 75 inc. 22 de la C.N.----------------

A más de ello, conforme surge de la lectura del escrito por el cual la defensa interpuso acción de hábeas corpus (fs. 01/07) no se advierte planteo de inconstitucionalidad de la Ley 7.255, ni se cuestiona una supuesta aplicación del art. 208 C.P.P., sólo se agravia de la presunta violación al art. 459 con relación al efecto suspensivo de la apelación de las resoluciones judiciales, e incluso señalando que se encontraba pendiente el plazo previsto en el art. 211 C.P.P. para recurrir la denegatoria. En oportunidad de celebrarse audiencia de hábeas corpus (fs. 14/16 vta,) recién allí la parte recurrente sostuvo sin mayor desarrollo: “La Ley Nº 7255 (19/04/2018) modificó los arts. 208 y 211 del C.P.P. Ellos solicitaron la eximición de prisión antes de que sea librada la orden de detención. En relación a esta regulación entiende que es totalmente inconstitucional y plantea la inconstitucionalidad de la misma. Es irrazonable, sin interpretación armónica de la legislación vigente y va en contra del espíritu del C.P.P. También le resta efecto suspensivo al recurso de apelación”.---------

En principio hay que tener presente que la causa (donde se dictó la orden de detención que la parte reputa de ilegal y arbitraria para motivar el planteo del hábeas corpus) trata de un delito de abuso sexual, mientras que los artículos declarados inconstitucionales por el juez que entendió en dicha acción, refieren a supuestos de delitos de violencia de género, por lo que prima facie no afectan la situación del imputado en autos, y de hecho no fueron motivo de agravio ab initio. Tampoco se fundó debidamente el planteo, como se exige. Sumado a ello, la propia defensa admite haber presentado un pedido de eximición de prisión al cual el Juez de Control y Garantías dio tratamiento resolviendo en contrario y ordenando allanamiento y detención, fundado en la existencia de peligros procesales. Es decir, el art. 208 prevé: “Toda persona que se considere imputada en un delito en causa penal determinada, cualquiera sea el estado en que ésta se encuentra podrá por sí o por terceros solicitar al órgano competente que entienda en el proceso su eximición de prisión”, y así lo fue. La defensa del imputado Londero requirió la eximición de prisión (escrito a fs. 19/21), y el Juez de Control y Garantías resolvió no hacer lugar a la misma y ordenar la detención (resolución a fs. 12 y vta.) No se observa, por tanto, en qué aspecto le causa gravamen lo preceptuado en el segundo párrafo del art. 208 introducido por la modificación de la Ley 7.255 que prevé la improcedencia en delitos perpetrados en contexto de violencia de género, excepción sobre la que se pronuncia el Juez del hábeas corpus en un claro exceso de jurisdicción. Cabe recordar que la vía constitucional es de carácter excepcional y de naturaleza acotada siendo además que la competencia procesal es de orden público, tal como se desarrolló en los considerandos precedentes. ---------------------------------------------

Con relación a la norma prevista en el art. 211, es importante resaltar que, tal como consta en el expediente a fs. 33/34, la propia defensa técnica interpuso recurso ordinario de apelación contra la denegatoria de eximición de prisión, y lo hace conforme el artículo que aquí requiere se estime inaplicable con relación sobre su efecto. Sin embrago, debo coincidir con el acusador público respecto de que es la propia naturaleza de la detención cautelar la que explica el efecto con que se concede el recurso de apelación contra dicho decisorio. La inaplicabilidad al caso concreto carece de fundamentación y de eficacia ante la vía concreta por cuanto resulta aplicable a las vías recursivas ordinarias. En ese sentido el juez del hábeas corpus se pronunció sobre materia que le es ajena, excediendo su jurisdicción. El magistrado tachó de inconstitucional dos normas que no aplican al caso concreto, excediendo sus facultades, no solo por resolver en el marco de una acción de hábeas corpus materia que no habilita dicha vía, sino provocando con su intervención una duplicación de la vía recursiva, afectando seriamente la garantía del juez natural.-----------------------------



e).- Arbitrariedad normativa, fundamentación aparente: Por último, y habiendo afirmado que el Juez del hábeas corpus valoró y declaró inconstitucional normas que no se aplicaban al caso concreto, encuentro razón al planteo del Ministerio Fiscal en tanto alega arbitrariedad normativa. También hallo razón en que el fallo impugnado, en sus 23 páginas, abunda en argumentaciones dogmáticas y abstractas y comete una falsa o errónea aplicación de la ley adjetiva al atribuirle los efectos estatuidos por la norma a un hecho diverso de sus hipótesis. Por otro lado, reconociendo la importancia del hábeas corpus como remedio excepcional, no puede desconocerse que el ámbito de aplicación del instituto no puede extenderse hasta el avasallamiento de las normas que disponen las competencias judiciales.-----------------------------------------------

Como es criterio sostenido de este Tribunal, fue la misma Corte Interamericana de Derechos Humanos quien en innumerables pronunciamientos pregonó que si bien los Estados deben garantizar la libertad ambulatoria durante el proceso, éste derecho no resulta absoluto y en situaciones extraordinarias puede ser restringido cuando existen motivos debidamente justificados que así lo exijan, ante cuestiones de interés público o cuando el ejercicio desproporcionado de dicha garantía pueda afectar de un modo injustificado otro derecho esencial subjetivo, en particular cuando éste último también se encuentra amparado por la Convención Americana.---------------------

En resumen, los argumentos que sostenían la acción de hábeas corpus no ponen en evidencia la concurrencia de alguno o algunos de los supuestos legales que hacen a su procedencia, esto es, no se advertía planteo fundado, ni verificación de palmaria ilegalidad o arbitrariedad en la decisión de privar de libertad al imputado, siendo que además su defensa técnica confunde el instituto de la prisión preventiva con la detención cautelar, cuando, si bien ambas se tratan de medidas de coerción personal, a su vez, tienen presupuestos, plazos y finalidades diferentes.-----------------------------------

XIV) Por todo lo expuesto, normativa, doctrina y jurisprudencia citada, y oído que fuere el Sr. Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: I) DECLARAR LA INCONSTITUCIONALIDAD E INCONVENCIONALIDAD DEL ART. 445 DEL C.P.P., Ley N° 6.941; en su consecuencia II) DECLARAR LA  COMPETENCIA DE ESTE SUPERIOR TRIBUNAL para entender en los Recursos de Apelación de Hábeas Corpus; III) DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado por ante la Excma. Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal; IV) HACER LUGAR AL RECURSO DE APELACIÓN en atención a los argumentos señalados; V) REVOCAR LA SENTENCIA del JUEZ DE TRIBUNAL DE JUICIO ORAL en carácter unipersonal; y en consecuencia VI) CONFIRMAR LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL Y GARANTÍAS que ordenaba el allanamiento y la detención del imputado Londero; VII) EXHORTAR al Juez del Tribunal de Juicio a cumplir con la doctrina legal que se deja expuesta en el considerando XIII. C. (art. 29 L.O.T).--------------------

A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo: 

Y Visto:

El Recurso formulado en los autos de marras.

Y Considerando:

I) Que el voto que me precede de la Dra. Ana Rosa Rodríguez se ajusta al criterio sustentado por esta Magistratura en la causa “Expte. Nº 18.404 - 22/09/2015 – Autos caratulados: Juarez Villegas, Luis Alberto s.d. Abuso Sexual, incumplimiento de los deberes de Asistencia Familiar e.p. E.P.L.J.V. (menor) y Garay Marta Susana y otra s/ Recurso de Hábeas Corpus – Apelación”, razón por lo cual adhiero en un todo y suscribo lo allí decidido.

A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:

      
Y Vistos: 

Para resolver en los autos del epígrafe el recurso extraordinario de casación interpuesto por los Dres. Pablo Brizuela y Francisco Palau en favor de Gonzalo Londero a fs. 98/112, contra la resolución dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Penal de fecha 23/10/2020 (fs. 92/96 vta.).------------------------------

 

Y Considerando: 

I)  La Sra Vocal votante en primer lugar ha efectuado una adecuada relación de la causa, motivo por el cual adhiero y remito para evitar reiteraciones innecesarias, a lo desarrollado en los puntos I a VI del respectivo considerando, asi como también al análisis y decisión a la que arriba en el punto VII del mismo voto, sobre la admisión formal del recurso a estudio.----------- 

 

Sin embargo, me permito disentir respetuosamente, de la declaración de inconstitucionalidad e inconvencionalidad del art 445 del Código Procesal Penal (CPP) Ley 6941, y de la nulidad del fallo venido en recurso, dictada como consecuencia de dicha decisión.-Esto por cuanto tengo sentado criterio respecto de la validez constitucional de la referida norma procesal. Así lo he sostenido en “Leiva Florencia del Valle s/ Habeas Corpus-Apelación en Habeas Corpus” Resolución S “B” nº 106 del 22/09/2016; “Pericas Luis Manuel s/ Acción de Habeas Corpus – Apelación en Habeas Corpus”.Resol Serie B nº 122 del 01/8/2019, a cuyos fundamentos remito.----------------

 

En consecuencia, he de avocarme al análisis de los agravios vertidos por la defensa técnica del imputado Londero en el recurso de casación pasado a estudio. ------



II) Examen de procedencia de los agravios: 

 

Superada la admisibilidad formal del recurso, y previo a ingresar al análisis de los fundamentos que  lo sostienen, corresponde fijar la extensión que se debe asignar en este caso a la casación, conforme las circunstancias procesales de la causa.--------------------



Así, puede apreciarse que, como la resolución que deja sin efecto la orden de detención, fue revocada por resolución del Tribunal de Apelación, ésta última, constituye la primera negativa jurisdiccional a permanecer libre durante el proceso. En este contexto procesal, el Superior Tribunal, por vía del recurso de casación a estudio, debe garantizar un examen amplio de lo decidido por el tribunal A quo, en resguardo del derecho al doble conforme del encartado (art. 75, inc. 22 CN; 8.2.h CADH), conforme lo sostenido por este Alto Cuerpo en el precedente “Lescano” (Res. S Nº 29, del 25/03/15). -------   

 

II) a) Agravio: Quebrantamiento de formas esenciales del proceso y grave afectación del derecho de defensa en juicio:

El recurrente invoca que la sentencia impugnada lo agravia por cuanto ha sido dictada sin sustanciación del recurso.----------------------------------------------

Sostiene que agravia el derecho de defensa de su  representado, el hecho de que la Cámara expresara, que tratándose de una cuestión de puro derecho, donde había que determinar la procedencia de la vía elegida, resultaba innecesario convocar a audiencia. En este sentido, considera que con ello, se ha vulnerado los derechos del imputado, dado que no se respetaron los principios de igualdad de oportunidades, bilateralidad y el contradictorio. ------------------------------------------

Agrega además que no se siguió el procedimiento establecido en el Código Procesal Civil y Comercial (CPCC) para la declaración de puro derecho. ---------------------

Expone que lo agravia el hecho que al declararse la cuestión de puro derecho, la sentencia recurrida fue dictada sin sustanciación del recurso.--------------------

     
Manifiesta que al no habérsele corrido traslado sobre la expresión de agravios se les impidió rebatir los argumentos expuestos por la apelante.--------------------

 

Considera que la sentencia de Cámara debe ser anulada de forma urgente para impedir que genere un peligroso antecedente de eliminar la necesaria sustanciación de los recursos de apelación.--------------

 

Esgrime que en el encabezado de la sentencia a continuación de su carátula se observa la mención “audiencia prevista del art. 440 C.P.P“, pero que jamás se brindó el derecho de la audiencia previa al imputado, dictándose la sentencia de apelación inaudita parte.-----

Entiende que ha existido violación al principio de bilateralidad y del contradictorio en la tramitación del recurso de apelación.---------------------------------

 

Decisión: Los agravios aquí expuestos, no pueden prosperar. Al respecto debe señalarse que la expresión “puro derecho” consignada por el tribunal a quo en la admisibilidad del recurso, reconoce un contenido y alcance distinto al que intenta darle el recurrente, toda vez que importó la calificación de la naturaleza de los agravios de la apelación, su contenido, y en consecuencia, el límite sobre el que debía pronunciarse. Los recursos atribuirán al Tribunal de Alzada el conocimiento del proceso sólo en cuanto a los puntos de la resolución a que se refieren los motivos de los agravios, salvo si se tratare de causales de nulidad absoluta, respecto a las cuales aquél Órgano Jurisdiccional podrá pronunciarse. (Art. 462º, CPP). ----------------------------------------

 

En cambio, la declaración de puro derecho a la que refiere el recurrente y cuyo trámite reclama que fue omitido, es la propia del proceso civil, y no se aplica al penal, por cuanto la nueva regulación (Ley 6941) no contempla la subsidiariedad del Código Procesal Civil y Comercial como si lo hacia el régimen anterior (Ley 1733). Dispone solo en algunos supuestos y de manera expresa su aplicación, por ejemplo en lo que respecta a la demanda y actuación del actor civil, regulado en el art. 80 del CPP, Ley 6041.-------------------------------------------------

 

Sin perjuicio de ello, es de recordarse que dicho instituto, regulado en el Código Procesal Civil y Comercial (arts 364, 502 del CPCC) corresponde al trámite en primera instancia, se inserta en el marco de la traba de la litis, con la contestación de demanda o reconvención en su caso. En efecto, el precepto legal que lo rige, establece que una vez contestada la demanda o la reconvención, o vencido el plazo para hacerlo, o bien resueltas las excepciones previas, si se hubiesen alegado hechos conducentes acerca de los cuales no hubiese conformidad entre las partes o hubiese una mera admisión tácita de los mismos, aunque éstas no lo pidan, el juez recibirá la causa a prueba. ------------------------------ 

Dispone también que, si la cuestión pudiera ser resuelta como de puro derecho, así será declarada y se conferirá nuevo traslado a las partes por su orden, con lo que quedará el proceso concluso para sentencia definitiva.(art 364 CPCC). En ese segmento del proceso en el que está diseñado dicho instituto, la resolución que declara la cuestión de puro derecho, es apelable (art 502 CPCC). Sin embargo, no se corresponde con el trámite del recurso de apelación, en el que la apertura a prueba, esta solo prevista en el marco de lo normado por el art 265 y cc del CPCC, supuestos que no se advierten en autos, ni han sido señalados por el casacionista.-------------------

De modo que no puede ser acogido el argumento consistente en que, para determinar que el objeto a resolver en la apelación era de naturaleza jurídica o de “puro derecho”, el tribunal a-quo debió seguir el trámite establecido en el CPCC. Ello por cuanto –se reitera- el contenido y alcance de la expresión del tribunal a-quo, responde a un fundamento diferente, tal como se señalara párrafos arriba.------------------------------------------

 

Siendo ello asi, al no haber existido planteos que pudieren implicar variación o modificación de los hechos y/o reexamen de prueba valorada por el juez de primera instancia, sino que se dirigían a cuestionar la configuración de presupuestos legales regulados para la procedencia de la via del habeas corpus utilizada por la defensa del imputado, el tribunal se abocó al análisis jurídico de procedencia, sin alterar la base fáctica sobre la que se construyó la sentencia del Sr Juez de la causa. 

Ello deriva también del principio de congruencia al que debe someterse el juez en sus decisiones, esto es, que debe estar a lo probado en cuanto a los hechos, pero puede aplicar un derecho distinto del invocado por las partes -iura novit curia- a la hora de argumentar la causa. “Lo que cuentan son los hechos, quienes nutren al "thema decidendum" y vinculan al órgano jurisdiccional, pues, en cambio, el fundamento del derecho, sobre el cual se construyen los postulados de las partes, pierde trascendencia, en virtud del predominio del principio "iura novit curia".---------------------------------------

En esta línea argumentativa cabe recordar que este Alto Cuerpo tiene dicho que “… en materia penal el proceso, debe supeditarse a los hechos que dieron lugar a la acusación. Por ello quienes deben juzgar, deben atender a dichas circunstancias, y a los elementos tenidos en cuenta en la imputación jurídica, y lo sostenido por la fiscalía en la acusación ante el órgano jurisdiccional de sentencia, con la finalidad de no afectar garantías fundamentales de los imputados como es el pleno y eficaz ejercicio del derecho de defensa” (Expte. Nº 18.043 Año 2013 Autos: “Juarez Pablo Matias s.d. Homicidio e.p. Alderete Alberto Emanuel - Casación Criminal”. Resol. Serie “B” N° 88 del 22/08/2014).-------------------------- 

 
En el mismo pronunciamiento ha expresado también que “En este sentido la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que el Pacto de San José de Costa Rica en relación a las garantías judiciales del art. 8º no acoge a un Sistema Penal Particular dejando a los Estados en libertad para determinar el que consideren preferible, siempre y cuando estos sistemas respeten la garantías establecidas en la propia Convención en el derecho interno, en otros Tratados Internacionales aplicables, en las Normas Consuetudinarias y en las Disposiciones Imperativas del Derecho Internacional. Señala además que el art. 8.2º establece garantías por las que se debe considerar el “Papel de la Acusación” en el debido proceso penal “vis-à-vis” el derecho de defensa. Por ello, la descripción material de la conducta imputada debe contener los datos fácticos recogidos en la acusación que constituyen la referencia indispensable para el ejercicio de la defensa del imputado y la consecuente consideración del juzgador en la sentencia, de ahí que el imputado tenga derecho a conocer a través de una  descripción clara detallada y precisa, los hechos que se le imputan. Ahora bien la calificación jurídica de éstos puede ser modificada durante el proceso por el órgano acusador o por el juzgador, sin que ello atente contra el derecho de defensa siempre que se mantengan sin variación los hechos mismos y se observen las garantías procesales previstas en la ley para llevar a cabo la nueva calificación. Por el motivo indicado el llamado “Principio de Coherencia o de Correlación entre Acusación y Sentencia” implica que la sentencia puede versar únicamente sobre hechos o circunstancias contemplados en la acusación. El principio mencionado constituye un corolario indispensable del derecho de defensa por lo que la Corte Interamericana lo considera una garantía fundamental del debido proceso en materia penal, que los Estados deben observar en cumplimiento de las obligaciones previstas en los inc. b) y c) art. 8.2º de la Convención. (Párrafos 66 a 68, Sentencia de Fondo Reparaciones y Costas, Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala, 20/06/2005).” ---------------------

En ese mismo razonamiento, si se invocara en segunda instancia un argumento relativo a otra norma, el mismo no sería constitutivo de vicio, desde que es lícita la variación de los argumentos jurídicos defensivos de las partes en primera instancia, en tanto ellos no introduzcan circunstancias de hechos distintas a las consideradas por el juez de primera instancia. Esta modificación estaría prohibida si no fuera porque la cuestión no es de hecho sino de derecho, de suerte que el cambio no implica una demanda nueva en apelación, sino una mera variación del punto de vista jurídico. Más aún, también pudo el Tribunal a quo adoptar una solución distinta a la propiciada por las partes en la alzada, sin incurrir por ello en extra petición. Esa libertad de las partes y del Tribunal está permitida en cuanto no importe variación de los hechos.---


Dentro de dichos parámetros, la circunscripción formulada por el tribunal a-quo, de la naturaleza o índole de los agravios constitutivos de la apelación, en tanto los consideró de puro derecho (o jurídicos), sin haber fijado audiencia previo a que la causa quedara en estado de ser resuelta, no evidencia en si misma, violación al derecho de defensa del imputado, toda vez que- se reitera- no existían planteos o cuestionamientos fácticos, y que el propio tribunal tampoco llevó a cabo revisión o modificación de los hechos que habían sido fijados por el juez del habeas corpus para conceder la petición del imputado.-------------------------------------------------

Es asi que si la apelación del MPF no contenía planteos que pudieren implicar una modificación de los hechos, sino solo cuestiones que hacen a la subsunción de las normas en aquellos, no se advierte violación al derecho de defensa que- de modo genérico- invoca el recurrente como agravio.----------------------------------

Se reitera, el tribunal delimitó el tema a decidir en función de la naturaleza de los agravios planteados, impugnaciones de naturaleza jurídica formuladas contra el decisorio que había hecho lugar al habeas corpus.- Si en dicho análisis, se hubieran modificado hechos o se hubiera reexaminado prueba valorada por el juez del habeas corpus, en perjuicio del imputado que había sido beneficiado con la sentencia, la no realización de audiencia previa o la falta de traslado del escrito de apelación, habría importado, sin duda, una flagrante violación al derecho de defensa. ---------------

Sin embargo, no es lo que ha acontecido en autos, donde el tribunal ha revocado la decisión del juez de primera instancia, por considerar que los planteos que habían motivado el habeas corpus deducido no se fundamentaban en los supuestos legales y jurisprudenciales de dicho instituto.---------------------------------------   

En los cimientos del pronunciamiento que agravia a la defensa, el tribunal consideró -tras desarrollar el marco conceptual, doctrinario y jurisprudencial de aplicación del hábeas corpus- que al haber sido dictada la orden de detención por un juez competente y con facultades para así disponerla, no advertía en el caso, ilegalidad, ilegitimidad o arbitrariedad contemplada como elementos habilitantes del Habeas Corpus.---------------------------

 

Sostuvo, por lo tanto, la improcedencia del mismo como vía para cuestionar los fundamentos de la resolución que ordenaba la restricción de la libertad del imputado durante el proceso; planteos que estimó debían hacerse por las vías recursivas ordinarias, y que de hecho, se había realizado, conforme constancias de autos.

 

Así, según se desprende del punto II del considerando de la sentencia atacada y del escrito mismo de apelación, los agravios expuestos por el apelante (MPF), no introdujeron cuestiones o planteos que pudieren implicar divergencias sobre valoración de prueba y/o fijación de hechos, habiéndose sometido únicamente a decisión del tribunal de apelación, la objeción respecto de la vía procesal optada por el imputado y su defensa, así como otros planteos referidos a las declaraciones de inconstitucionalidad de normas del Código Procesal Penal (CPP), facultades del juez de garantías en orden a la calificativa legal del/los hechos, entre otros.-----------

 

No se advierte de los fundamentos dados por el MPF en el referido escrito obrante a ff 67/79 alegación alguna tendiente a rebatir cuestiones fácticas fijadas por el juez del hábeas corpus, sino solamente cuestionamientos vinculados a la interpretación y aplicación de normas.----  

           Por otro lado, y a mas de lo hasta aquí señalado, en el planteo casatorio, la defensa del imputado no señala ni menciona cuál o cuáles han sido las defensas de las que se ha visto privado con la falta de traslado del escrito de apelación o de fijación audiencia. El agravio asi formulado, resulta genérico y dogmático, sin desarrollo puntual de cuales son aquellas cuestiones nulitivas que no tuvieron respuesta jurisdiccional suficiente en orden al estado de indefensión afectado por tratarse de nulidades absolutas, sin un abordaje que agote las distintas premisas que sostienen la conclusión que causa agravio, como tampoco realizan expresa indicación de la norma constitucional o procesal violentada, recordando que la garantía de defensa en juicio que se dice vulnerada tiene carácter sustancial, y por ello exige de parte de quien la invoca la acreditación del concreto perjuicio que pudo inferirle el presunto vicio de procedimiento y la solución distinta que pudo alcanzarse en el fallo de no haber existido ese vicio (cfr. C.S.J.N. Fallos: 298:279 y 498). Tampoco se advierte que se esté ante supuestos de nulidades absolutas.--------------------------------------

En virtud de ello, no advirtiendo este Tribunal la violación del derecho de defensa en juicio invocada por el casacionista, el agravio impetrado en este sentido no puede  prosperar. ----------------------------------------                     

 

II) b) Agravio: Inobservancia y defectos en la aplicación del derecho: 

 El casacionista alega que la sentencia de la Cámara no es otra cosa que una continuación de la línea argumental del MPF. --------------------------------------

 

Que mediante el empleo de una fórmula “más efectista que real” (sic), se mecanizó una visión parcializada y segada de la causa.-----------------------




Manifiesta que la sentencia relativiza en extremo el derecho del imputado a mantener la libertad durante el proceso penal, hasta el punto de desconocerlo por completo, haciéndole perder sentido y entidad a la presunción de inocencia consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. -------------------------------

 

Expresa que sobre la base de pregonar un injustificado ritualismo, “en el caso alardear con relación a la existencia de la vía recursiva -no suspensiva- de la denegatoria de la eximición de prisión” (sic), la Cámara fulmina el derecho constitucional del imputado a mantener la libertad durante el proceso. En ese sentido agrega, que la  sentencia recurrida, no solo pretende imponer el criterio de que el ritualismo, como formula abstracta y vacía de contenido, debe priorizarse por sobre el derecho de mantener la libertad durante el proceso, sino que va más allá en su lógica defectuosa  al  sostener que el recurso de  apelación en contra de la resolución denegatoria de la eximición de prisión, constituye vía alternativa al hábeas Corpus.-------------

 

Sostiene, que ante el agravio particular sufrido por el imputado, a quien se le ha cercenado su derecho de mantener la libertad durante el proceso previo, resulta indudable que -excepto el hábeas corpus- no existe otra vía judicial mas idónea que pueda otorgar el mismo contenido de eficacia procesal (su simpleza y celeridad), e idéntico destino de reparación constitucional: defender sus derechos fundamentales en forma expedita, breve y urgente.--------------------------------------------------

 

Que la   Cámara   utiliza   una   formula  abstracta  y totalmente engañosa cuando sostiene la inadmisibilidad del hábeas corpus, y manda al imputado a cumplir con el inservible trámite recursivo de la denegatoria de eximición de prisión que, al no ser suspensivo, en modo alguno puede ser considerado como un medio alternativo  idóneo,  en cuanto resulta inútil para discutir el derecho  a  permanecer  en  libertad  durante  el  juicio  previo constitucional.-----------------------

 

Aclara que el hábeas corpus se interpuso con anterioridad a la presentación del recurso de apelación de la resolución denegatoria de la eximición de prisión y que la apelación se dedujo con intención de no dejar firme tal resolución y discutir el derecho de mantener la libertad, aunque sea desde la cárcel ante la eventualidad de que aquél sea rechazado.------------------------------

 

Por último expresa que, la Cámara ha eludido el tratamiento de la arbitrariedad de la detención librada por el Juez de Control y Garantías en contra del imputado que se había planteado como materia del habeas corpus invocando la falta total de fundamentación de la misma, infringiendo de esa forma el artículo 56 de la Constitución Provincial y art. 1 y 18 de la Constitución Nacional e incluso el art. 172 del C.P.P..---------------

 

Decisión: Estos agravios tampoco pueden prosperar. Al respecto, es oportuno señalar que para revocar lo resuelto por el Sr Juez del Habeas Corpus, los magistrados que lo integran sostuvieron –entre otros- que “…puedo advertir un error  conceptual del sentenciante al describir el alcance y la aplicación del instituto excepcional del hábeas corpus”, “…del análisis de los motivos que dieron lugar a la decisión impugnada, puede advertirse que la cuestión, tal como fue planteada por la defensa técnica del imputado Londero, no constituye materia de Habeas Corpus”, “…surge con meridiana claridad la improcedencia de la acción intentada, por cuanto el recurso de habeas corpus, en este caso, tiene como finalidad hacer cesar un peligro de privación de la libertad que se considera ilegítima, supuesto que no se verifica en autos, ya que la misma emana de autoridad competente para entender en el ilícito que se investiga y que posee facultades suficientes para disponer la restricción cuestionada” “…independientemente de la consideración que haga la defensa sobre la fundamentación de la resolución que ordena la detención de su pupilo, dicha orden no se aprecia prima facie ni ilegal, ni arbitraria”, “...la inexistencia de estas cuestiones reseñadas hace que el habeas corpus no sea un procedimiento idóneo para examinar la justicia o injusticia de la sanción restrictiva de la libertad”, “…cuando el ejercicio del derecho a la libertad, se vea alterado por causas que prima facie no aparecen como ilegítimas, arbitrarias o que emanen de una autoridad incompetente, se debe recurrir a los mecanismos ordinarios previstos en las leyes de fondo y de forma”.---------------------------------------------------

 

De los puntos descriptos, se advierte que el tribunal revisor, para arribar a la conclusión final, analizó dos cuestiones trascendentes del decisorio recurrido. La primera de ellas, el fundamento dado por el Juez de la causa para considerar procedente la vía del hábeas corpus y la segunda, los motivos esgrimidos por el peticionante de dicha vía excepcional.--------------------

 

Del análisis de estas dos cuestiones concluyó, en primer lugar, que un error conceptual sobre el alcance y aplicación del instituto del hábeas corpus había llevado al Juez sentenciante a considerar procedente el mismo, y en segundo lugar, que los motivos que la defensa había expuesto como fundante de la acción, no constituían materia de Habeas Corpus.---------------------------------

 

Dichas conclusiones resultan acertadas. Este alto tribunal tiene dicho que “el hábeas corpus no procede si la privación de libertad se originó en una causa seguida ante juez competente y los cuestionamientos tendientes a demostrar lo injustificado de la detención por esa autoridad o las falencias en el procedimiento son ajenas a ese remedio procesal e incumben a los jueces de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio, deberán hacerse valer los recursos legales correspondientes” (Resol. Serie “B” N° 113, 17/09/2018 Autos: Expte. Nº 18.818 - Año 2017: “Cruzado Luis Enrique; Dorado Gabriel Alberto s.d. Robo Calificado con el Uso de Armas de Fuego e.p. Palavecino y Otro s/ Apelación de hábeas Corpus – Casación Criminal”).---------

 

La existencia de órganos jurisdiccionales para encauzar la protección de los derechos y garantías constitucionales abastece sobradamente el debido proceso que asegura la Constitución Nacional, sin que sea necesario aplicar, en principio, un procedimiento excepcional como el habeas corpus para cuestionar decisiones adoptadas por los jueces naturales de la causa.

 

En ese sentido, refiere Néstor Pedro Sagües que “de admitirse el hábeas corpus contra pronunciamientos de jueces, se quebraría el buen orden en los pleitos, auspiciándose la anarquía judicial. Además, el derecho constitucional a no ser arrestado sino por orden escrita de autoridad competente (base del habeas corpus), debe ejercitarse de conformidad con las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 14, Constitución Nacional), y en tal sentido, son los códigos procesales o las leyes específicas los que prevén el trámite para impugnar, mediante los recursos ordinarios (apelaciones, declinatorias, inhibitorias, etc.), las detenciones dispuestas por los magistrados en violación al derecho vigente (cf. Tratado de Derecho Procesal Constitucional, Tomo 4 de Hábeas Corpus, 2° edición, Astrea, página 166).-

 

En esa dirección, la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene decidido que “el hábeas corpus no procede si la privación de la libertad se originó en una causa seguida ante juez competente”, y manteniendo este criterio también afirmó que “esta Corte ha tenido ocasión de establecer, como principio, que el hábeas corpus no autoriza a sustituir las decisiones que les incumben, a los jueces propios de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio constitucional, caben en todo caso los recursos de la ley” (cf. Fallos 60:397, 65:369; 71:427; 72:328; 219:111; 275:102; 242:119).-------------------------------------------------

 

Ahora bien, los casacionistas invocan, que con su fallo la Cámara de apelaciones ha vulnerado el derecho del imputado a la libertad durante el proceso.------------

 

En tal sentido, no asiste razón al casacionista, dado que conforme se desprende de las constancias de la causa, el imputado ha sido denunciado por un delito y como tal sometido a un proceso dirigido por un Juez, quien puede (facultad) disponer medidas de coerción, entre ellas, la privación de la libertad. Al respecto debe destacarse que el dictado de una medida cautelar como lo es la orden de detención, dentro del marco legal, esto es por juez competente y de acuerdo a sus facultades, no puede ser calificado como real amenaza de una ilegítima afectación de la libertad personal. ------------------      

Bajo dicho parámetro, el hábeas corpus no se presenta como apto para viabilizar el pedido de la defensa técnica, en tanto, se reitera, no reunía los presupuestos para su procedencia.--------------------------------------

 

En esta línea, este alto cuerpo ha expresado que“…cuando el ejercicio del derecho a la libertad, se vea alterado por causas que prima facie no aparecen como ilegítimas, arbitrarias o que emanen de una autoridad incompetente, se debe recurrir a los mecanismos ordinarios previstos en las leyes de fondo y de forma (.Resol. Serie “B” N° 177. 05/12/2013, Expte. Nº 17.930 – Año 2013 – Autos: “Sanchez Miguel s/ Recurso de Habeas Corpus – Apelación en Habeas Corpus”.) ----------------------------

 

Tampoco la resolución del tribunal revisor ha violentado la garantía de la tutela judicial efectiva, dado que no se advierte que se haya puesto al imputado en un estado de indefensión ante el rechazo de la eximición de prisión y el libramiento de la orden de detención dispuesta por autoridad competente. ----------------------

 

En referencia a que el tribunal a quo no se ha expedido sobre la tacha de arbitrariedad de la resolución del Juez de Control y Garantías, cabe señalar que siendo éste último el juez competente, los cuestionamientos en referencia a sus decisorios deben hacerse por los recursos ordinarios previstos por  nuestro ordenamiento procesal y no mediante un recurso de carácter excepcional como lo es el habeas corpus. Asì lo ha señalado también el tribunal a-quo al sostener que “la argumentación de la defensa se sostiene en críticas dirigidas a la resolución que denegara la eximición de prisión y ordenara la detención, lo cual es materia de recurso de apelación”.--------------

 

El casacionista sostiene además, que lo decidido por el tribunal de apelación en orden a la improcedencia de la via del habeas corpus, y la posibilidad de utilizar los recursos ordinarios para encausar los planteos formulados contra la orden de detención librada por el Sr. Juez de Control, denota un excesivo ritualismo. ----------

 

Al respecto, es de recordarse que el ritualismo en los actos jurídicos es entendido como un exagerado predominio de las formalidades y tramites reglamentarios.  Autores como Morello han expresado que “El rigor excesivo en la interpretación y aplicación de la ley conspira contra el verdadero alcance y finalidad sea de los actos sustanciales, sea de aquellos producidos durante la estructuración del proceso. Una posición rigorista desemboca en la pérdida de los derechos a tutelar. También entraña verdaderos supuestos de indefensión o manifestaciones que comprometen la efectividad de la defensa en juicio. En la doctrina del exceso ritual manifiesto se advierte: a) que una interpretación estrictamente literal puede frustrar el objetivo perseguido por una institución; b) que la Corte enlaza en una interacción coordinada el repudio a una estricta aplicación de normas procesales con la exigencia de arribar a la verdad jurídica objetiva”( El exceso ritual manifiesto y la doctrina de la sentencia arbitraria en el tribunal constitucional español” Augusto Mario Morello-1987-Tomo de Jurisprudencia Argentina nro. 1, pág. 776 -Jurisprudencia Argentina s.a.-id Saij: daca880210). -----

 

En la doctrina de la CSJN, el exceso ritual se encuentra también íntimamente vinculado a la justificación o falta de fundamentación de las decisiones, o falta de sustento en las constancias concretas de la causa, amparada en un excesivo apego a las formalidades con desatención a garantías y derechos constitucionales.------

 

Carrió la conceptualiza como una “...hipertrofia de las formas en desmedro de la verdad sustancial...” y refiere a que ello, ha continuado siendo en la doctrina de la Corte Nacional, razón suficiente para descalificar decisiones dictadas por magistrados judiciales, “Todas esas descalificaciones, apoyadas, como la de Colalillo, en esa razón específica -la del exceso ritual manifiesto, siempre tuvieron como fundamento genérico la doctrina de la arbitrariedad, Sin embargo sostiene que su uso (el de la doctrina del exceso ritual) debe ser utilizado de modo razonable y razonada por los jueces. Refiere a una utilización fundada en la discreción de los magistrados, en la inteligencia de que esta última palabra no conlleva la idea de “libre arbitrio” dado por ellos. (Conf. Genaro R. Carrió-Centro de estudios Institucionales Argentina).--

 

Dicho esto, y del análisis de las constancias de autos, puede advertirse, que el Tribunal revisor tras un análisis concreto y fundamentado de la causa, concluyó que lo planteado por la defensa del imputado no era materia de habeas corpus, quedando la vía ordinaria pendiente para cuestionar la fundamentación de la sentencia que había dispuesto la detención. ---------------------------------- 

 

Lejos queda dicha decisión de configurar un excesivo ritualismo en el marco antes señalado. En efecto, fundadamente direcciona y ordena el proceso, e impide con ello la duplicación de la vía de reclamo con posibilidad de sentencias contradictorias. ---------------------------

 

Mas aún, para así decidir, el tribunal de apelación comprobó que los argumentos que sostenían la acción de habeas corpus no ponían en evidencia la concurrencia de alguno o algunos de los supuestos legales que hacen a su procedencia, esto es, no se advertía planteo fundado ni verificación de palmaria ilegalidad o arbitrariedad en la decisión de privar de libertad al imputado.-------------------------------------------------

 

En este sentido y como ya se expusiera, de admitirse el habeas corpus ante cualquier planteo u objeción (fuera del marco delineado por el art. 433 del CPP, doctrina y jurisprudencia señaladas) a pronunciamientos de jueces en el legítimo ejercicio de sus funciones, se quebraría el buen orden en los pleitos, auspiciándose la anarquía judicial, desvirtuándose la naturaleza del habeas corpus.-----------------------------

 

De lo analizado se puede concluir que la decisión del tribunal revisor no configura exceso ritual formal, por cuanto ésta, sin desatender los derechos del imputado Londero y, basándose en las constancias de la causa, legislación en la materia y en los lineamientos trazados por la CSJN y este alto Cuerpo, no hizo más que ordenar el proceso dejando sin efecto la sentencia dictada por el Juez del hábeas corpus que había declarado la nulidad de una orden de detención librada por juez competente en ejercicio de sus funciones.-----------------

 

Cabe señalar además que encontrándose en trámite un recurso de apelación planteado por la defensa del imputado contra la decisión del juez de garantías y control, y no surgiendo en los cuestionamientos formulados contra esta última, una evidente situación de ilegalidad y/o arbitrariedad en los términos delineados por el máximo tribunal nacional como presupuesto para la procedencia del habeas corpus, no se advierte que el imputado se encuentre en un estado de indefensión que se traduzca en una indiscutible denegatoria de acceso a la justicia.---------   

 

En consecuencia, conforme a lo expresado, los argumentos esgrimidos por los letrados recurrentes deben ser rechazados.-------------------------------------------

 

II) c) Agravio: El recurrente insiste en la inconstitucionalidad de la Ley 7255 modificatoria de los arts 208 y 211 del CPP.

 

Este agravio debe ser desestimado, por los fundamentos dados en el acápite d) del punto XIII del voto de la Dra Ana Rosa Rodríguez, a los cuales adhiero y me remito por razones de economía procesal.------------------

 

III) Suma: Por los argumentos desarrollados a lo largo de la presente, corresponde rechazar el recurso de casación impetrado por los Dres. Pablo Brizuela y Francisco Palau en representación de Gonzalo Alexis Londero. En consecuencia confirmar la sentencia  de la Cámara de Apelaciones en lo Penal del 23/10/2020(fs. 92/96 vta.), que deja sin efecto la resolución dictada por el Juez de tribunal de juicio oral en carácter unipersonal, del 13/10/2020 (fs. 42/65 vta).---------------------------

Por todo lo expuesto, y oído que fuere el Sr. Fiscal General Ministerio Público, Voto por: I)  No hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto en autos a favor de Gonzalo Alexis Londero. En consecuencia II) Confirmar la sentencia  de la Cámara de Apelaciones en lo Penal del 23/10/2020 (fs. 92/96 vta.), que deja sin efecto la resolución dictada por el Juez de tribunal de juicio oral en carácter unipersonal, del 13/10/2020 (fs. 42/65 vta.).-

A estas mismas cuestiones, el Dr. Luis Dominguez, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, la Dra. Ana Rosa Rodríguez, emitiendo su voto en idéntico sentido. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Ana Rosa Rodriguez – Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Luis Ariel Dominguez – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.

Santiago del Estero, veintidós de abril del año dos mil veintiuno.

En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) DECLARAR LA INCONSTITUCIONALIDAD E INCONVENCIONALIDAD DEL ART. 445 DEL C.P.P., Ley N° 6.941; en su consecuencia II) DECLARAR LA  COMPETENCIA DE ESTE SUPERIOR TRIBUNAL para entender en los Recursos de Apelación de Hábeas Corpus; III) DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado por ante la Excma. Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal; IV) HACER LUGAR AL RECURSO DE APELACIÓN en atención a los argumentos señalados; V) REVOCAR LA SENTENCIA del JUEZ DE TRIBUNAL DE JUICIO ORAL en carácter unipersonal; y en consecuencia VI) CONFIRMAR LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL Y GARANTÍAS que ordenaba el allanamiento y la detención del imputado Londero; VII) EXHORTAR al Juez del Tribunal de Juicio a cumplir con la doctrina legal que se deja expuesta en el considerando XIII. C. (art. 29 L.O.T). Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Ana Rosa Rodriguez – Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Luis Ariel Dominguez – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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